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PETICIÓN / INDEMNIZACIÓN / NO HAY HECHO SUPERADO / ACCEDE / CONFIRMA Y ADICIONA ORDENANDO EL ESTUDIO - Pese a lo indicado, de lo arrimado al dossier surge diáfano que a la esposa del señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ ya se le canceló el 50% de la indemnización por el hecho victimizante de homicidio, y que a la hora de ahora el restante 50% aún no se ha sufragado. Y si bien a priori podría pensarse que tal monto debió cancelarse también a su señora madre ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ, de la información que por parte de la UARIV se entregó a esta Corporación se observa que ello no se ha concretado de tal manera en tanto la UARIV debía verificar la existencia de otras personas o hijos del señor HILDER que tuvieran mejor derecho, y que por ende desplazaran en sus pretensiones a la señora ODILA DE JESÚS.

No podría entonces estimarse como quebrantado el derecho a la igualdad de la accionante, por cuanto la entidad en efecto debe corroborar tal situación, como así se entiende de lo reglado en los numerales 1°  y 3° , artículo 2.2.7.3.5 del Decreto 1084 de 2015, atinente a la distribución de la indemnización. Pero no obstante la UARIV si tenía el deber de informarle a la actora tal circunstancia, habida cuenta que está debidamente reconocida como víctima por el homicidio de su hijo HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, y que es una de las posibles beneficiarias del 50% de la indemnización pertinente. 

Muy a pesar de entender la Sala que son miles de personas las que ostentan la condición de víctimas de la violencia, reconocidas como tales por parte de la UARIV, no puede desconocerse que ya han transcurrido varios años desde que la señora ODILA DE JESÚS declaró lo relativo a la desaparición y muerte de algunos de sus descendientes, entre ellos HILDER LONDOÑO -2014-, y precisamente en el trámite de indemnización -NI 000376268- fue vinculada la señora SANDRA MILENA OSPINA CANDAMIL, quien fuera la compañera permanente de su hijo asesinado, y a la cual desde julio de 2016 se le efectuó el pago respectivo, sin que a la fecha haya sucedido lo mismo con la actora.

No se discute desde luego, como ya se dijo, que es un deber de la UARIV adelantar las averiguaciones pertinentes para determinar el reconocimiento de la indemnización respectiva, empero, considera el Tribunal que si en este caso ya se efectuó el pago de la indemnización del 50% a una de las afectadas -compañera permanente del occiso-, no se entiende por qué motivo, transcurridos algo más de 22 meses, la entidad no ha podido establecer si existen hijos del señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, u otras personas que tuvieran un mejor derecho que su señora madre ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ.
(…)

En este trámite se evidencia, de acuerdo con la documentación allegada al dossier, que la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ cuenta con 69 años, todos sus hijos, entre ellos el señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, fueron asesinados por organizaciones armadas al margen de la ley, y por ende vive sola según se plasmó en el escrito de tutela, sin que ello fuera desvirtuado por la AURIV, máxime que la entidad al parecer ha omitido verificar las condiciones de vulnerabilidad en las que se encuentra dicha persona. 

Hay lugar a concluir por tanto que si bien es cierto la AURIV funda en circunstancias de índole legal el no reconocimiento de la indemnización a favor de la accionante, no puede mantenerla en la indefinición, máxime cuando ha contado con un tiempo más que prudencial para determinar si hay personas con mejor derecho que ella para obtener la indemnización que reclama, así como para corroborar su situación personal y priorizar la entrega.

En ese orden de ideas, se confirmará la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición, pero se adicionará la misma en el sentido de amparar el derecho que le asiste a la señora GONZÁLEZ de alcanzar la reparación administrativa, y, en consecuencia se le ordenará a la Directora Técnica de Reparaciones de la UARIV que dentro del mes siguiente a la notificación de la presente providencia deberá culminar el proceso de verificación de la información relacionada con la existencia de personas que se hallen con mejores condiciones a las que ostenta la accionante como madre del señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, con miras a recibir el 50% de la indemnización administrativa con ocasión del hecho victimizante de homicidio. 

Culminado dicho lapso, y de no obtener datos que acrediten la existencia de hijos del señor LONDOÑO GONZÁLEZ, o de otras personas con mayor derecho, deberá proceder a pronunciarse de fondo para conceder o negar el reconocimiento del 50% de la indemnización que reclama la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ y priorizarse la entrega de los recursos si es que a ello hay lugar.
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                                                                 Acta de Aprobación No 440
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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la apoderada de la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada en contra de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de Víctimas -UARIV-.

2.- DEMANDA 

La situación fáctica esgrimida por la apoderada de la señora GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) tiene 69 años, actualmente sin hijos, y ha sido víctima del conflicto armado; (ii) hace alusión a los hechos en los cuales perdieron la vida sus hijos RAULINZON e HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ ocurridos en el año 1993, donde igualmente resultó lesionada, así como de la desaparición forzosa de su otro hijo DULEY LONDOÑO GONZÁLEZ, de lo cual fueron responsables miembros de grupos armados al margen de la ley que operaban en el municipio de Cartago (V.); (ii) tal circunstancia obligó a su desplazamiento al municipio de San Juan de Arama (M.); (iii) un año después otro de sus hijos, JULIAN LONDOÑO GONZÁLEZ, también fue asesinado, por lo cual la señora GONZÁLEZ RODRÍGUEZ rindió declaraciones como víctima del conflicto armado por la muerte y desaparición de sus hijos; (iii) en el trámite por el homicidio de HILDER LONDOÑO se vinculó a la señora SANDRA MILENA OSPINA CANDAMIL, compañera permanente, a quien en julio 28 de 2016 le notificaron que el 50% del valor de la indemnización ya le había sido girado por valor de $13`789.080.oo, el cual efectivamente le fue cancelado; (iv) en octubre 26 de 2016 la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ elevó petición a la UARIV donde exigía el reconocimiento y pago del 50% restante del valor de dicha indemnización por la muerte de su hijo HILDER LONDOÑO, sin que a la fecha hubiera recibido dinero ni respuesta alguna; (v) la señora SANDRA MILENA OSPINA igualmente radicó una petición ante la UARIV en febrero 02 de 2017, donde solicitaba copia de la resolución por medio de la cual se le canceló la reparación y pidió agilizar el trámite para que se le sufragara el 50% a su suegra, sin habérsele respondido; y (vi) ha transcurrido un año y siete meses desde que la señora ODILA solicitó que la entidad cumpliera con sus objetivos misionales y le entregara el 50% restante de la indemnización administrativa como madre de HILDER LONDOÑO, lo cual no ha sido posible ni se le ha respondido de manera clara le será reconocido el porcentaje restante.

Pide en consecuencia se protejan sus derechos fundamentales de petición, igualdad y reparación como víctima del conflicto armado, y se le ordene a la UARIV que dé respuesta de fondo a la solicitud de pago del 50% del reconocimiento como víctima elevada por la señora ODILA GONZÁLEZ.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela el juez de primer nivel corrió traslado a la UARIV, cuya Director Técnico de Reparación manifestó lo siguiente: (i) la unidad surtió el trámite administrativo y al verificar la documentación aportada por la actora, encontró que no cumple con ninguno de los criterios de priorización definidos para el acceso a esta medida, por lo cual la misma deberá continuar con el trámite regular previsto; (ii) el Gobierno Nacional, en cumplimiento del Auto 206 de 2017 de la Corte Constitucional, analiza ajustes normativos que permitan agilizar el reconocimiento de esta medida de reparación frente a las víctimas que no estén en situación de extrema urgencia y vulnerabilidad, y aunque existe el derecho a la indemnización administrativa, en estos casos demandará un mayor tiempo su materialización; (iii) considera que en este asunto se presenta un hecho superado, por cuanto la unidad, como así lo acredita, ha realizado todas las gestiones para cumplir los mandatos legales y constitucionales, para evitar que se quebranten o pongan en riesgo los derechos fundamentales de la accionante y por ende pide se niegue el amparo reclamado.

3.2.- Agotado el procedimiento a seguir en fallo de mayo 02 de 2018 y dentro del término constitucional, el a quo profirió sentencia donde consideró que en la comunicación que le envío la entidad a la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ, se limitó a expresar aspectos relacionados con el reconocimiento de la indemnización administrativa, sin señalar si le efectuarán o no el pago de lo reclamado y al no resolverse de fondo lo pedido, estimó que la UARIV  vulneró el derecho de petición del que la misma es titular, por lo cual amparó tal derecho y le ordenó que dentro de las 48 siguientes le brindaran respuesta clara, precisa y de fondo.
4.- IMPUGNACIÓN

La apoderada de la actor no estuvo conforme con el fallo adoptado, al estimar lo siguiente: (i) en la tutela se indicó la vulneración de los derechos de petición, igualdad y de reparación a las víctimas, pero el fallo solo se encaminó respecto al primero, sin hacer alusión a los demás, por lo cual la entidad podrá continuar con la trasgresión de los demás derechos; (ii) prueba de ello es el escrito que durante el trámite entregó la UARIV, donde le informa los topes establecidos por ley para la indemnización y que en este evento no se advierte criterio de priorización para otorgar lo pretendido; (iii) pese a ampararse el derecho de petición, debe existir pronunciamiento sobre las demás garantías vulneradas, pues fácil será para la UARIV señalar que sí será sujeto de reparación, una vez las partidas presupuestales estén destinadas para ello durante la vigencia del 2018, pero dicho escenario nuevamente sumiría a la accionante en una espera injustificada, a pesar de indicarse en la tutela circunstancias que la hacen merecedora de un trato diferencial, pro tener 69 años, sin hijos y víctima de la violencia, lo cual no tuvo en cuenta la accionada; (iv) debe analizarse  si la UARIV además de quebrantar el derecho de petición, también quebrantó la igualdad y reparación a la víctima, pues la entidad le otorgó a SANDRA MILENA OSPINA el 50% de la indemnización con ocasión de la muerte de HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, mientras que la actora aun está a la espera, sin justificación alguna; (v) el derecho a la reparación es fundamental, pues ello permite a las víctimas sobrellevar las circunstancias que trajo consigo el conflicto armado; (vi) pide la práctica de algunas pruebas y que se revoque parcialmente el fallo para proteger los derechos a la igualdad y reparación integral y se determine si existen o no criterios de priorización a favor de la accionante, para que de manera inmediata la UARIV realice el desembolso del 50% de la indemnización.

- Con posterioridad al fallo, la UARIV envío escrito en el que indica que cumplió con la sentencia, ya que mediante comunicación de abril 23 de 2018 dio respuesta clara y de fondo a la actora, por lo cual se configura un hecho superado, por lo cual pide se archive el expediente. 

5.- PRUEBAS ORDENADAS EN SEGUNDA INSTANCIA
Con miras a claridad las situaciones esgrimidas en el curso de la acción constitucional, se ordenó oficiar a la Directora de Reparaciones de la UARIV, para que diera respuesta a algunos interrogantes planteados por la Sala, frente a la cual se pronunció dicha funcionaria, donde además de señalar nuevamente que por escrito de abril 23 de 2018 cumplió el fallo de tutela, informa lo siguiente:

- Es imposible enviar copia de la resolución 0027 de julio 21 de 2016, al ser un acto donde se reconoció la indemnización a miles de víctimas, con un volumen extenso de folios, pero al consultar las herramientas informáticas corroboran como veraz el pago del 50%, equivalente a 20 s.m.l.m.v., efectuado a la señora SANDRA MILENA OSPINA por el homicidio de HILDER LONDOÑO.

- No se ha reconocido el restante 50% por cuanto la unidad realizaba verificaciones respecto de la presencia de hijos de la víctima que por criterio legal desplazarían a la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ, lo cual no supone la vulneración del derecho a la igualdad, ya que las validaciones y cruces de datos, se instituyen dentro del procedimiento administrativo para buscar la garantía y seguridad de que accedan a la garantía los reales beneficiarios.

- A la señora SANDRA MILENA OSPINA, se le otorgó el pago correspondiente de la indemnización en razón de encontrarse en primer lugar respecto de los eventuales beneficiarios, al no haber por encima de ella destinatarios con mejor derecho.
- A la fecha no se ha dispuesto fecha de pago, al depender de la disponibilidad del presupuesto y de la aprobación del procedimiento ordenado por la Corte en el Auto 206 de 2017.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto amparo únicamente el derecho de petición elevado por la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ ante la UARIV, sin haberse realizado pronunciamiento respecto de otros derechos quebrantados. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola, modificándola o adicionándola, como lo pide la recurrente.
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de sus derechos fundamentales de petición, igualdad y reparación a las víctimas del conflicto que estima vulnerados por la UARIV, por cuanto no le ha cancelado la indemnización del 50% a la que tiene derecho con ocasión de la muerte de su hijo HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ.

La Corte Constitucional, en punto del derecho de petición en sentencia T-083 de 2017, ha señalado lo siguiente:

“Dentro de las garantías básicas del derecho de petición encontramos (i) la pronta resolución del mismo, es decir que, la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello y, (ii) la contestación debe ser clara y de fondo respecto de lo pedido; esto quiere decir que, debe pronunciarse materialmente respecto de todos los hechos puestos a consideración. La Corte Constitucional ha definido a través de su reiterada jurisprudencia en la materia, que el núcleo esencial de este derecho fundamental se encuentra constituido por la posibilidad de presentar la petición, la resolución integral de la solicitud sin que ello signifique que la solución tenga que ser positiva y que la respuesta sea notificada dentro del término legalmente oportuno:
“… una respuesta es suficiente cuando resuelve materialmente la petición y satisface los requerimientos del solicitante, sin perjuicio de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario
¸es efectiva si la respuesta soluciona el caso que se plantea
; y es congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta
.”

En otras palabras, la garantía del derecho de petición implica que exista una contestación que se pronuncie de manera integral acerca de lo pedido, sin que implique que la respuesta acceda a lo solicitado, puesto que la misma puede ser negativa siempre que no sea evasiva o abstracta. De igual manera, la respuesta debe ser oportuna, esto quiere decir que, además de ser expedida dentro del término establecido, debe ser puesta en conocimiento del peticionario, para que éste, si así lo considera oportuno, interponga los recursos administrativos que en cada caso procedan y, según el asunto, acceda a la jurisdicción de lo contencioso administrativo.

En este caso concreto, debe indicarse en primer lugar que el a quo amparó el derecho de petición, frente a lo cual no tiene reparo alguno la apoderada de la accionante, a quien tampoco le asistiría interés jurídico en recurrir tal mandato, máxime cuando es claro que quien impugna una decisión solo lo hace en los aspectos que le resultan perjudiciales, situación que acá no ocurrió en ese preciso aspecto, en tanto ello fue una de sus pretensiones. Aunado a lo anterior, observa la Corporación que la UARIV con miras a acreditar que mediante escrito de abril 23 de 2018 había dado respuesta a los requerimientos de la actora, simplemente se limitó a hacer alusión a circunstancias genéricas en relación con el pago de la indemnización exigida, lo que por supuesto daba lugar a que el juez dispusiera la protección de tal garantía, al no haberse respondido de forma clara, precisa y de fondo la petición de octubre 26 de 2016.
No obstante que con posterioridad a emitirse el fallo de primer nivel, la entidad informa que ya cumplió lo ordenado y pide que se decrete la carencia actual del objeto; empero, lo que aprecia la Sala es que allí nuevamente vuelve a reiterarse que mediante escrito de abril 23 de 2018 se respondió lo pedido, sin entender que tal respuesta no atendía el reclamo efectuado como se había plasmado en el fallo de primer nivel.

No puede si quiera considerarse que con ese escrito se entienda superada la situación puesta en conocimiento por parte de la actora, en tanto esa respuesta ninguna información clara y precisa le brinda frente a lo pedido, ni mucho menos que con ello se hubiera atendido lo ordenado por el Juez Constitucional. 
Ahora bien, lo que a la hora de ahora cuestiona la recurrente, es que pese a haber informado en la acción constitucional que se conculcaron los derechos a la igualdad y de reparación a las víctimas del conflicto, ningún pronunciamiento al respecto efectuó el a quo, como así se observa de la simple lectura del fallo confutado, situación que por supuesto le abre la posibilidad que por parte de esta Colegiatura se realice el pronunciamiento a que hubiere lugar.

De esa circunstancia se evidencia que al parecer lo que ocurrió fue la falta de congruencia entre los hechos y la sentencia emitida por el juez constitucional en primer grado. Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado: “[e]n materia de tutela también puede existir incongruencia de la sentencia que conlleve  a una revocatoria del fallo por omisión de pronunciamiento acerca de las pretensiones del demandante.”
 .  Igualmente, que: “[…] de darse esta irregularidad existe un defecto en el ejercicio del poder legítimo del juez de administrar justicia al pronunciar sentencia de fondo sin que ésta comprenda el análisis de las pretensiones del demandante”
. Así mismo que: “Un elemento esencial de la validez de las providencias judiciales tiene que ver con la necesaria congruencia que debe existir entre la parte resolutiva y la parte motiva, así como entre los elementos fácticos obrantes en el expediente y las consideraciones jurídicas que se elaboran a su alrededor
”.
 
El art. 4º del Decreto 306 de 1992 dispone: “Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil [actualmente el Código General del Proceso], en todo aquello que no sea contrario a dicho decreto”.

 

El art. 281 C.G.P. consagra el principio de la congruencia aplicable también a la acción de tutela por remisión expresa de la norma antes citada, que dice: “La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley […]”.
 

Al descender al caso que se analiza, aunque en el cuerpo de la acción constitucional la apoderada de la actora hizo alusión a las circunstancias que en su sentir conllevaban a que la UARIV estaba vulnerando los derechos fundamentales a la igualdad y a la reparación de las víctimas, ninguna pretensión concreta efectuó en torno a la protección de dichas garantías, en tanto, como se aprecia, lo único que reclamó es que la entidad: “diera respuesta de fondo y clara a la solicitud de pago del 50% restante del reconocimiento como víctima del conflicto, presentada por la señora Odilia (sic) de Jesús González Rodríguez, el día 25 de octubre de 20156 ante las oficinas de la UARIV”. Y como se vio, eso fue precisamente objeto de amparo por parte del juez constitucional.

Pese a lo indicado, de lo arrimado al dossier surge diáfano que a la esposa del señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ ya se le canceló el 50% de la indemnización por el hecho victimizante de homicidio, y que a la hora de ahora el restante 50% aún no se ha sufragado. Y si bien a priori podría pensarse que tal monto debió cancelarse también a su señora madre ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ, de la información que por parte de la UARIV se entregó a esta Corporación se observa que ello no se ha concretado de tal manera en tanto la UARIV debía verificar la existencia de otras personas o hijos del señor HILDER que tuvieran mejor derecho, y que por ende desplazaran en sus pretensiones a la señora ODILA DE JESÚS.

No podría entonces estimarse como quebrantado el derecho a la igualdad de la accionante, por cuanto la entidad en efecto debe corroborar tal situación, como así se entiende de lo reglado en los numerales 1°
 y 3°
, artículo 2.2.7.3.5 del Decreto 1084 de 2015, atinente a la distribución de la indemnización. Pero no obstante la UARIV si tenía el deber de informarle a la actora tal circunstancia, habida cuenta que está debidamente reconocida como víctima por el homicidio de su hijo HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, y que es una de las posibles beneficiarias del 50% de la indemnización pertinente. 
Muy a pesar de entender la Sala que son miles de personas las que ostentan la condición de víctimas de la violencia, reconocidas como tales por parte de la UARIV, no puede desconocerse que ya han transcurrido varios años desde que la señora ODILA DE JESÚS declaró lo relativo a la desaparición y muerte de algunos de sus descendientes, entre ellos HILDER LONDOÑO -2014-, y precisamente en el trámite de indemnización -NI 000376268- fue vinculada la señora SANDRA MILENA OSPINA CANDAMIL, quien fuera la compañera permanente de su hijo asesinado, y a la cual desde julio de 2016 se le efectuó el pago respectivo, sin que a la fecha haya sucedido lo mismo con la actora.

No se discute desde luego, como ya se dijo, que es un deber de la UARIV adelantar las averiguaciones pertinentes para determinar el reconocimiento de la indemnización respectiva, empero, considera el Tribunal que si en este caso ya se efectuó el pago de la indemnización del 50% a una de las afectadas -compañera permanente del occiso-, no se entiende por qué motivo, transcurridos algo más de 22 meses, la entidad no ha podido establecer si existen hijos del señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, u otras personas que tuvieran un mejor derecho que su señora madre ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ.
Hay que recordar que en punto de la reparación integral, la Corte ha señalado que la misma es: ”[…] una obligación del Estado, cuya finalidad es devolver a la víctima al estado en el que se encontraba con anterioridad al hecho que originó tal condición. Por lo tanto, el hecho victimizante con el cual se vulneraron los derechos humanos genera en favor de la persona que lo padeció el derecho fundamental a la reparación integral, lo que se hace efectivo “a través de la restitución, la indemnización, la rehabilitación, la satisfacción y la garantía de no repetición consagradas en el Derecho Internacional, que se desprenden de la condición de víctimas y que deben ser salvaguardados por el Estado independientemente de la identificación, aprehensión, enjuiciamiento o condena de los victimarios”. –Sentencia T-083 de 2017-
Igualmente debe tenerse en cuenta que en lo atinente a la orden de entrega de la indemnización por vía administrativa, esta debe realizarse de acuerdo con los criterios de gradualidad, progresividad, reparación efectiva, grado de vulnerabilidad y priorización instituidos tanto en el Decreto 4800 de 2011 como en la Ley 1448 de 2011. En ese sentido el artículo 8 del Decreto 4800 de 2011, reproducido integralmente en el artículo 2.2.1.8 del Decreto 1084 de 2015, expresa lo siguiente:

 
“Artículo 8°. Desarrollo de los principios de progresividad y gradualidad para una reparación efectiva y eficaz. En desarrollo de los principios de progresividad y gradualidad contemplados en los artículos 17 y 18 de la Ley 1448 de 2011, respectivamente, así como con el objetivo de garantizar una reparación efectiva y eficaz de conformidad con el numeral 4 del artículo 161 de la Ley 1448 de 2011, el acceso a las medidas de reparación contempladas en el presente decreto deberá garantizarse con sujeción a los criterios establecidos en la Ley 1448 de 2011. Para el efecto, también podrán tenerse en cuenta, entre otros, la naturaleza del hecho victimizante, el daño causado, el nivel de vulnerabilidad basado en un enfoque etario del grupo familiar, características del núcleo familiar y la situación de discapacidad de alguno de los miembros del hogar, o la estrategia de intervención territorial integral.” -Negrillas de la Sala-
 
En este trámite se evidencia, de acuerdo con la documentación allegada al dossier, que la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ cuenta con 69 años, todos sus hijos, entre ellos el señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, fueron asesinados por organizaciones armadas al margen de la ley, y por ende vive sola según se plasmó en el escrito de tutela, sin que ello fuera desvirtuado por la AURIV, máxime que la entidad al parecer ha omitido verificar las condiciones de vulnerabilidad en las que se encuentra dicha persona. 
Hay lugar a concluir por tanto que si bien es cierto la AURIV funda en circunstancias de índole legal el no reconocimiento de la indemnización a favor de la accionante, no puede mantenerla en la indefinición, máxime cuando ha contado con un tiempo más que prudencial para determinar si hay personas con mejor derecho que ella para obtener la indemnización que reclama, así como para corroborar su situación personal y priorizar la entrega.
En ese orden de ideas, se confirmará la decisión adoptada por el funcionario de primer nivel, en cuanto tuteló el derecho fundamental de petición, pero se adicionará la misma en el sentido de amparar el derecho que le asiste a la señora GONZÁLEZ de alcanzar la reparación administrativa, y, en consecuencia se le ordenará a la Directora Técnica de Reparaciones de la UARIV que dentro del mes siguiente a la notificación de la presente providencia deberá culminar el proceso de verificación de la información relacionada con la existencia de personas que se hallen con mejores condiciones a las que ostenta la accionante como madre del señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ, con miras a recibir el 50% de la indemnización administrativa con ocasión del hecho victimizante de homicidio. 

Culminado dicho lapso, y de no obtener datos que acrediten la existencia de hijos del señor LONDOÑO GONZÁLEZ, o de otras personas con mayor derecho, deberá proceder a pronunciarse de fondo para conceder o negar el reconocimiento del 50% de la indemnización que reclama la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ y priorizarse la entrega de los recursos si es que a ello hay lugar. 

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida dentro del presente trámite constitucional, por parte del Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, en cuanto amparó el derecho fundamental de petición de la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, de conformidad con las razones esbozadas en la parte motiva de este fallo. 
SEGUNDO: SE ADICIONA el fallo constitucional, para TUTELAR el derecho a la reparación administrativa que le asiste a la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ, y en consecuencia SE ORDENA a la Directora Técnica de Reparación de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral de víctimas -UARIV-, que dentro del mes siguiente a la notificación de la presente decisión, culmine el proceso de verificación de la información relacionada con la existencia de hijos o de otras personas que se hallen con mejor derecho para recibir el 50% de la indemnización administrativa con ocasión del hecho victimizante de homicidio del señor HILDER LONDOÑO GONZÁLEZ. Culminado dicho lapso, y de no obtener datos que acrediten la existencia de hijos del señor LONDOÑO GONZÁLEZ, o de otras personas con mayor derecho, deberá proceder a pronunciarse de fondo para conceder o negar el reconocimiento del 50% de la indemnización que reclama la señora ODILA DE JESÚS GONZÁLEZ RODRÍGUEZ y priorizarse la entrega de los recursos si es que a ello hay lugar. 

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencias T-1160A de 2001 y T-581 de 2003.


� Sentencia T-220 de 1994.


� Ver Sentencias T-669 de 2003, T -259 de 2004 y C-951 de 2014.


� Sentencia T-025 de 2002


� Ver sentencia T-325/01, M.P. Jaime Araujo Rentería (En este caso la accionante consideraba vulnerado su derecho de petición porque la entidad accionada le había dado una respuesta que no tocaba ninguno de los puntos planteados por la peticionaria. El juez de tutela, sin tener en cuenta tal hecho, incurrió en el mismo error de la entidad accionada al no estudiar de fondo lo relacionado con el derecho de petición invocado por la accionante sino el derecho del cual, según la entidad accionada, se trataba la petición de la actora. La Sala de revisión, al entrar a estudiar de fondo lo referente al derecho de petición, decidió conceder la tutela)


�  Ver Auto 305 de 2006


�  “1. Una suma equivalente al cincuenta por ciento (50%) del monto estimado de la indemnización  será entregada al cónyuge, compañero o compañera permanente […] y el otro cincuenta por ciento (50%) se distribuirá entre los hijos.”


�  “3. A falta de hijos, el cincuenta por ciento  (50%) del monto del monto estimado de la indemnización será pagado al o la cónyuge […], y el otro cincuenta por ciento (50%) se distribuirá entre los padres supérstites.”
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